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Presentación 

Uno de los ejes de trabajo de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) 
Honduras está   relacionado con las migraciones internacionales, en ese sentido se creó el Ob-
servatorio de Migraciones Internacionales en Honduras (OMIH), cuyo objetivo es analizar las 
magnitudes, tendencias y características de la migración, así como la política pública relativa a la 
migración internacional. 

En su conjunto, el OMIH pretende a través del monitoreo y las investigaciones, aportar informa-
ción relevante y actualizada acerca de los factores que contribuyen a la migración internacional, 
la cual puede ser de utilidad para la toma de decisiones sobre políticas públicas de migración 
en Honduras.

De esta manera, por medio del proyecto Fomento del empleo juvenil y prevención de 
la migración, con el apoyo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo (AECID) y con financiamiento de la Unión Europea, se ha logrado impulsar y 
apoyar una agenda de investigación en migraciones en Honduras por medio de estudios 
realizados en forma conjunta con los centros regionales de la Universidad Nacional Au-
tónoma de Honduras (UNAH).

Asimismo, a través del Fondo de Investigaciones del OMIH (FIOMIH) se ha colaborado 
con los centros de investigación de universidades públicas y privadas, docentes investi-
gadores, estudiantes de posgrados y ONG nacionales, así como con las investigaciones 
elaboradas por el propio FLACSO-OMIH desde el 2016 hasta la fecha.

En el marco de todo este trabajo de investigación se lanza la presente colección de pu-
blicaciones sobre Migración y Desarrollo para difundir el conocimiento e información 
sobre las migraciones internacionales y de esta manera, apoyar a los tomadores de deci-
siones, estudiosos de la academia y de la ciudadanía en general, en la construcción de las 
políticas públicas requeridas para un adecuado tratamiento de esta materia.  

Rolando Sierra Fonseca
Director FLACSO Honduras

Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales
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Cuando la migra detuvo a Ricardo en 
los Estados Unidos, él aseguró a sus 

amigos que pronto iba a volver. «Solo voy 
a saludar a mi familia», dijo. Hacía cuatro 
años desde que los vio la última vez que 
fue deportado y ya extrañaba a su mamá. 
Ricardo llegó a Honduras en un vuelo con 
más de 100 de sus compatriotas el 23 de 
septiembre del año pasado. Fue el primer 
vuelo de deportados del día. Iba a llegar 
otro en la tarde. Un día normal en el ae-
ropuerto de San Pedro Sula.
 
Al salir del aeropuerto, Ricardo va directo 
a la casa de su tía. No avisa a nadie que 
va a llegar; quería aparecer de sorpresa. 
Toma un taxi a la residencial donde ella 
vive, pero antes de poder tocar la puerta, 
unos muchachos se le acercan, lo montan 
en una mototaxi y lo llevan a una zona re-
mota. Lo desnudan y miran sus tatuajes, le 
preguntan: «¿Por qué venís acá?». Ricardo 
intenta explicar las razones por las cuales 
llegó a la colonia sin notificar y lo que sig-
nifican de sus tatuajes: uno de ellos es el 
nombre de su madre. Tiene suerte. La re-
ferencia de su tía funciona. Eventualmente, 
lo regresan a la casa de ella, pero antes de 
soltarlo le advierten: «Cuidadito». 

Cuatro días después, Ricardo se va de 
Honduras rumbo a Estados Unidos otra 
vez. Su tía me dice: «Me duele, pero él no 
puede quedarse acá; estar acá es como 
estar encarcelado. No se puede salir de 
la casa, no puede trabajar. Acá no se pue-
de quedar». Poco después de entrar en 
México, lo balean unos delincuentes que 
controlan un tramo de la ruta del tren 

de carga que utilizan muchos migrantes 
centroamericanos. Está hospitalizado en 
Tenosique, Tabasco, por corto tiempo. Los 
doctores deciden no quitar la bala que 
quedó en su pierna. Cuando le dan de alta, 
él se dirige hacia el norte. El 23 de no-
viembre —tan solo dos meses después de 
haber llegado al aeropuerto de San Pedro 
Sula— me informa que está de regreso en 
los Estados Unidos. 

En este texto ofrecemos algunas de nues-
tras reflexiones preliminares de un estu-
dio enfocado en la experiencia de la gente 
deportada —ya sea de México o de los 
Estados Unidos— a zonas que se conside-
ran peligrosas en el Valle de Sula, Hondu-
ras. En los últimos cinco años, Honduras 
ha visto deportaciones masivas. Desde 
2015 hasta la fecha, más de 300 000 hon-
dureños han llegado deportados a su país 
de origen. A la vez, ciertas zonas —in-
cluyendo el Valle de Sula— han pasado a 
convertirse en lugares que se consideran 
entre los más violentos del mundo.
 
Esta situación crea una dificultad existen-
cial para mucha gente como Ricardo: no 
pueden quedarse en sus casas sin arries-
gar la vida, situación que motiva a repe-
tir la experiencia de migrar pese a que 
tampoco son bienvenidos en los países 
más al norte. Utilizando su historia como 
una situación emblemática del problema, 
buscamos hacer dos cosas: primero, argu-
mentamos que distinguir entre personas 
que emigran por razones económicas y 
las que emigran en busca de protección 
no tiene sentido en el caso de Honduras y 
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buscar hacerlo contribuye a una situación 
de deportación peligrosa y poco efectiva 
en detener la migración irregular. De ahí, 
ofrecemos unas reflexiones sobre retos 
metodológicos y cómo estas dificultades 
también están vinculadas con cuestiones 
estructurales de la política migratoria de 
la región. 

Una de las preguntas que guiaba la inves-
tigación se refleja en la historia de Ricar-
do: ¿dónde hay espacio en el mundo para 
alguien como él? No se puede quedar en 
su país, no puede vivir tranquilo en México 
tampoco. En los Estados Unidos, Ricardo 
sabe que, tarde o temprano, los agentes de 
migración vendrán por él de nuevo y es 
probable que, cuando pase, estará encar-
celado por meses o hasta años por haber 
entrado de nuevo en el país sin papeles —
el crimen: felony re-entry—. Después, será 
deportado nuevamente a una colonia don-
de tendría que vivir también como si fuera 
un reo, esto si es que sobrevive la llegada.  

Ricardo se va porque su vida se ve ame-
nazada directamente. Su tía, su madre y su 
familia reconocen que ahí no se puede vi-
vir, pero también relacionan el riesgo que 
él corre con la historia de pobreza que 
tiene la familia. Su mamá me dice: «Acá él 
no puede trabajar». Los mismos tatuajes le 
prohíben entrar en la maquila o cualquier 
otro trabajo disponible para alguien de su 
edad, con su experiencia, con su nivel de 
estudios. Su mamá menciona, enseguida: 
«Él no tiene estudios; no hay trabajo para 
él. Infortunadamente no tenía yo para po-
der mandarle a estudiar». Ella piensa que, 
si ella hubiera tenido la capacidad de darle 
más económicamente a su hijo, no estaría 
en esta situación en la que está. 

Para muchos como Ricardo, la violencia 
es la causa directa de su salida del país; 
sin embargo, la violencia es también un 
efecto de la desigualdad social en el país 
más desigual de América Latina. Honduras 
y la América Central han sido histórica-
mente catalogadas como regiones muy 
pobres con indicadores de desarrollo 
humano muy bajos. Honduras ha expe-
rimentado dramáticamente cambios no 
muy esperanzadores en la última década. 
Durante estos 10 años, los indicadores 
de violencia tuvieron los números más 
altos de la región y del mundo: casi el 70 
% de la población vive en pobreza, la tasa 
de paro actual es la más alta de la década 
y 5 de cada 10 hondureños que trabajan 
están subempleados, o sea, ganan menos 
del salario mínimo establecido o trabajan 
menos horas del horario normal (Banco 
Mundial, 2017). 

La violencia pandilleril es solo uno de los 
resultados de un complejo sistema que 
expulsa a las personas de su lugares de 
origen. Ricardo y quienes lo secuestraron 
a su regreso a Honduras tienen el mismo 
origen y crecieron con las mismas condi-
ciones sociales. Analógicamente, se puede 
decir que la migración y la violencia pan-
dilleril son hijas de la misma madre. Las 
políticas económicas de desarrollo imple-
mentadas en Honduras históricamente, 
en su versión neoliberal, han despojado a 
la mayoría de la población del bienestar 
social y económico en las últimas déca-
das. Cuando las ONG o programas gu-
bernamentales impulsados por Estados 
Unidos se enfocan en la «reinserción» de 
las personas deportadas, están perdidos. 
Para gente como Ricardo y los mucha-
chos quienes lo secuestraron nunca hubo 
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una primera inserción. Buscar hacerlo a su 
regreso, sin que los factores estructurales 
hayan cambiado, es demasiado tarde. 

Como si esto no fuera suficiente, fenóme-
nos demográficos vuelven más compleja 
la situación: Honduras tiene un bono de-
mográfico, lo que quiere decir que la ma-
yoría de su población está en edad de tra-
bajar. Se proyecta que hasta el 2040 esto 
se mantendrá así (CEPAL, 2012). Ricardo 
también pertenece a este grupo etario 
en un país en donde no hay empleo. La 
maquila, que es el sector industrial que 
mayor empleo genera, proyectó 151 000 
puestos de trabajo para el 2018, lo que re-
presenta un ingreso anual aproximado de 
500 millones de dólares (La Prensa, 2018). 
El ingreso por remesas, por su parte, as-
ciende a 4000 millones de dólares al año, 
la mayoría de estas enviadas por personas 
que entraron de forma irregular a EE. UU., 
quienes también, al igual que Ricardo, fue-
ron expulsadas ya sea por la pobreza o la 
violencia, dos caras de una misma moneda.

Entonces, ¿por qué emigran él y sus com-
patriotas?, ¿son migrantes económicos o 
son refugiados que deben de poder gozar 
de todas las protecciones internacionales 
que trae este término?

Para fines de este artículo, dimensionar 
las implicaciones económicas y sociales 
del retorno obligado a Honduras nos ayu-
dará a entender por qué la migración es 
un fenómeno repetitivo con altos índices 
de reincidencia. Cuando hablamos de vio-
lencia e inseguridad, un acercamiento a 
los tratamientos mediáticos, político-ins-
titucionales y de las ONG (en su mayoría) 
puede ayudarnos a identificar fácilmente a 

quiénes ellos asumen «culpables»: las ma-
ras y pandillas. Por otro lado, a diferencia 
de nuestro vecino país El Salvador, noso-
tras vemos que la violencia en Honduras 
es multicausal y cuenta con una diversidad 
de actores y agentes persecutores —entre 
ellos las maras y pandillas, claro, pero tam-
bién grupos de sicarios, cárteles de droga, 
grupos paramilitares o de vigilantes dedi-
cados a la «limpieza», y las mismas fuerzas 
policiacas, militares, y estatales—. Un dato 
relevante indica que el departamento con 
los índices de homicidio más altos del país 
no es Cortés (donde están ubicadas San 
Pedro Sula y Choloma) ni tampoco Fran-
cisco Morazán (donde quedan Tegucigalpa 
y Comayagüela), ambos lugares con zonas 
urbanas, sobrepobladas, y precarias donde 
sí predominan las maras. El departamento 
con índices de homicidio más altos actual-
mente es Atlántida, un departamento en 
su mayoría rural que se ubica por la costa 
norte caribeña. Eso nos indica que culpar 
a las maras como la fuente absoluta de la 
inseguridad en Honduras es erróneo.

En la López Arellano, el sector más pobla-
do de Choloma, Cortés, la gente cuenta 
que por varios años no había maras en la 
colonia central, aunque previamente era 
una zona famosa en la región por violen-
cia de pandillas. ¿A qué se debe, entonces, 
este cambio? Cuentan que es porque en 
la zona se estableció un cartel conocido 
como Los de la Rumba, que, desde que 
llegó a la zona, se encargó de poner «or-
den». (Orden quiere decir que mataron a 
muchos de los mareros y que a los pocos 
que sobrevivieron los obligaron a some-
terse a su nuevo mando). Los del cartel 
querían «orden» porque su fuente princi-
pal de ingresos fue el narcomenudeo y el 
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tráfico de drogas hacia México y los Esta-
dos Unidos. Los de la López dicen que la 
época en la estaban ellos era una de tran-
quilidad: los negocios volvieron a abrir, 
uno podía estar en la calle de noche sin 
miedo…, pero, hace unos dos años, Los 
de la Rumba fueron en su mayoría desar-
ticulados y surgió un vacío de poder en el 
sector. Actualmente, vemos un incremen-
to en homicidios y otros hechos violentos 
en toda Choloma, pero que se concentran 
en el sector de la López, dónde nuevos 
grupos —algunos de ellos maras y otros 
que quedaron de Los de la Rumba— bus-
can tomar control del territorio. El ejem-
plo de Los de la Rumba, sin embargo, nos 
muestra que son actores no-estatales los 
que forman la ley en ciertas zonas. 

Para Mariela, una joven de la López, es difícil 
contestar a quiénes les tiene más miedo: a 
los delincuentes o a los policías. Cuando le 
hago la pregunta, pausa. Se ríe. Pausa. Solo 
después dice: «Buena pregunta. Creo que 
a los policías. Con los delincuentes, uno se 
sabe qué es y cómo son, y de hecho conoz-
co una amiga que fue novia de uno de Los 
de la Rumba y a ella le trató justo; con los 
militares, nada que ver». Mariela está con-
vencida de que muchas de las mujeres que 
aparecen muertas en la López son víctimas 
de la policía militar —la misma a la cual el 
presidente de Honduras cataloga de res-
ponsable por la nueva ola de seguridad en 
el país—. Mariela dice que ellos son quie-
nes más miedo dan: hacen lo que quieren y 
echan la culpa a quienes quieren. 
En el otro lado del Valle de Sula, en una 
colonia del sector Rivera Hernández, un 
joven de 19 años me comenta que donde 
él vive —un sector dominado por la mara 

Barrio 18— él puede caminar tranquilo 
a medianoche. Él creció ahí; lo conocen, 
dice. Se acuerda cuando era un lugar don-
de asaltaban todo el tiempo, pero forma-
ron la mara y ahora, si alguien roba, los in-
tegrantes de ella lo exilian o lo matan. No 
hay robos. «Yo puedo caminar de noche 
—continúa—, pero si llega una patrulla, 
ahí si es cuando me largo, corro, busco es-
conderme. Se que, si ellos me levantan, es 
posible que no vuelva a aparecer». Mien-
tras escribíamos este texto en finales de 
2018, dos agentes de la ATIC (la Agencia 
Técnica de la Investigación Criminal) le-
vantaron a dos jóvenes. Sus cuerpos apa-
recieron poco después con indicaciones 
de tortura. El debate en Honduras des-
pués fue si eran o no agentes de la ATIC; 
como sea, para la población en general, 
ambas posibilidades son igual de creíbles.

La misma policía recomienda a las vícti-
mas que solo pongan una denuncia oficial 
justo cuando estén listos para irse del país. 
Ellos saben que dentro de sus fuerzas hay 
elementos que colaboran con toda la va-
riedad delincuencial del país. Aun cuando 
fueran confiables, las cifras muestran que 
tan solo el 1 % de los homicidios en las 
ciudades más grandes terminan en con-
dena, así que existe muy poco incentivo 
para que las víctimas de amenazas y los 
testigos de actos violentos acudan a la 
policía; hay, sin embargo, amplias razones 
para desconfiar de ellos.

Dado a esta extensa geografía de insegu-
ridad, muchos jóvenes llegan a México o 
a los Estados Unidos huyendo de la vio-
lencia en sus comunidades. Allí un gran 
número de ellos son capturados y luego 
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deportados. En los peores casos, poste-
riormente son asesinados a su regreso; 
muchos no corren con la «suerte» que 
tuvo Ricardo al llegar. La investigadora Eli-
zabeth Kennedy realizó una compilación 
de casos en el 2015 basada en reportes 
de la prensa local y encontró que 35 per-
sonas deportadas fueron asesinadas en 
Honduras días después de su deportación 
(Agencia Reforma, Mexico, 2015). Y estos 
solo son los casos reportados y docu-
mentados. Es importante mencionar que 
no existen datos oficiales con respecto 
a personas deportadas que hayan muer-
to de manera violenta a su llegada al país. 
Por notas de la prensa local es como en 
algunas ocasiones se puede identificar a 
la víctima como «deportado(a)», ya que 
generalmente es mencionado por algún 
familiar o conocido. El Observatorio de la 
Violencia en Honduras, que en los últimos 
años se ha convertido en el referente es-
tadístico para estos temas, no tiene una 
clasificación específica para agrupar ase-
sinatos de personas deportadas. Además, 
en Honduras, hay que tomar en cuenta 
que muchos asesinatos —de deportados 
o no— nunca llegan a ser contados ni en 
cifras oficiales ni en reportajes de la pren-
sa; así que podemos decir que lo que ha 
documentado Kennedy es un número mí-
nimo de personas deportadas dañadas a 
su regreso. 

También para el 2015, Geraldina Garay, 
del Centro de Atención Migrante Retor-
nado-Lima (CAMR), mencionaba:

A uno le da mucho sentimiento, porque nos 
dicen que no pueden llegar a su lugar de 
origen. […] Si llegan, a la media hora ya van 
a estar muertos. A veces los tratamos de 
apoyar para que puedan salvar su vida. […] 

Lamentablemente, por parte del gobierno 
no hay lugares de albergue o instituciones 
que puedan apoyarles a ellos. Hay otros que 
escuchamos en las noticias que lamenta-
blemente fue asesinado y que apenas tenía 
dos o tres días de haber llegado de Estados 
Unidos.

Garay no es investigadora: está afiliada 
con la Pastoral de la Movilidad Humana 
de la Iglesia católica en Honduras, que ha 
estado en CAMR por años, incluso antes 
de la crisis de 2014, cuando el gobierno 
de Honduras toma más interés en el tema 
y control sobre el proceso. La observa-
ción de Garay está basada en sus con-
versaciones con miles de personas que 
pasan por las puertas de este centro. La-
mentablemente, el gobierno de Honduras 
no permite a ninguna investigadora —ni 
Kennedy, ni nosotras presentes, ni nadie— 
realizar investigación de cualquier tipo 
dentro de los centros de recibimiento de 
los deportados; así que los datos son par-
ciales y anecdóticos, pero insistimos que 
representan una base de la situación, la 
cual es más grave de lo que se puede do-
cumentar mediante cifras. 

Mientras basamos nuestra investigación 
en la experiencia de gente recién depor-
tada, aquí también queremos abordar los 
retos metodológicos de hacer un estudio 
de deportados que no pueden quedarse 
en su país. Preguntamos –—y para esto 
no tenemos respuesta definitiva aún—: 
¿cuáles son los métodos más eficaces para 
llegar a una población en movimiento, en 
riesgo, e intencionalmente escondida por 
las instituciones a las cuáles les corres-
ponde garantizar su bienestar? 
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Yo había conocido a Ricardo un día en el 
que sí pude estar en el centro donde se 
reciben a todos los deportados adultos 
que manda los Estados Unidos a Hondu-
ras. El encuentro con Ricardo fue pura 
casualidad: repartí mi tarjeta a varias de 
las personas mientras hacían fila para ser 
procesados y él me contactó después. 
Fui entonces a verlo a él, a sus tías y a 
su mamá en la residencial. Solo así tuve la 
oportunidad de conocerlo en los pocos 
días que él estuvo en su país de origen. 
No obstante, por el posicionamiento del 
gobierno de Honduras, no he podido re-
plicar esta metodología con las muchas 
otras personas que llegan a Honduras, 
pasan unos cuantos días acá y rápido vuel-
ven a tomar la ruta migratoria. 

Creemos que el tema del acceso es más 
que solo un asunto metodológico: es un 
tema que embarca la problemática de mi-
gración, seguridad y políticas regionales 
en una manera más general. El gobierno 
de Honduras empieza a restringir el acce-
so a agentes no-gubernamentales en junio 
de 2017, poco después de que una ONG 
que había estado presente en Belén —el 
lugar en donde se reciben a los menores 
de edad deportados— da a conocer un 
informe que indica las razones principales 
por las cuales se van los jóvenes del país. 
Ellos afirman que los jóvenes se van prin-
cipalmente por cuestiones de inseguridad; 
sin embargo, el gobierno de Honduras ha 
estado celebrando una reducción drástica 
en las cifras de homicidios en el país y el 
presidente Juan Orlando Hernández ha 
basado su fama en su habilidad de redu-
cir la violencia. El informe de esta ONG 
contradice claramente el discurso estatal. 
Poco tiempo después de la publicación del 

informe, se prohíbe a toda persona ajena 
al gobierno estar presente en los centros 
cuando están ahí los recién deportados. 

Tal vez casualmente, en este mismo tiem-
po, el gobierno de Honduras empieza a 
recibir directamente los fondos de la 
Alianza para la Prosperidad. Son 800 mi-
llones de dólares anuales que recibe el 
gobierno por el tema de «prevención de 
la migración», lo cual es un eje principal 
de la Alianza y un tema estratégico para 
Estados Unidos. Hay muy poca informa-
ción pública que nos indica en qué se ha 
invertido esta cantidad de dinero, pero 
podemos ver que una parte es para pu-
blicidad en campañas para convencer a la 
población de no migrar (las cuales son to-
talmente inútiles) y reforzar fuerzas poli-
ciaco-militares siguiendo la línea de los Es-
tados Unidos, que ve a la migración como 
un tema de seguridad.
 
Este posicionamiento del gobierno con 
respecto a la investigación y el control de 
información no se ve solo en el tema mi-
gratorio, aunque es el tema que nos ocupa 
aquí hoy. El gobierno quiere asegurar ser 
la única fuente de información y poder 
decidir quiénes, cómo y cuándo tendrán 
acceso. 

Este control, entre otras cosas, permite 
reafirmar un cambio drástico en la si-
tuación de inseguridad en el país, lo cual 
complica bastante la posibilidad para los 
jóvenes hondureños de acceder al siste-
ma internacional de protección fuera de 
su país. Dos personas recién deportadas 
que han pedido asilo en los Estados Uni-
dos me dijeron la misma historia: en cada 
caso, el juez había dicho que creía que la 
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persona tenía miedo de regresar a su país, 
pero como el gobierno hondureño está 
asegurando que el país está mucho mejor, 
no encontraba la manera de aprobar su 
petición de asilo. Los dos fueron depor-
tados. 

Así que volvemos a la pregunta inicial: 
¿dónde hay lugar en el mundo para un jo-
ven pobre, amenazado, que no encuentra 
como quedarse en su país y tampoco en-
cuentra protección afuera? Con eso ce-

rramos: una posible respuesta es lo más 
escalofriante. Los únicos que reciben a 
tal joven con los brazos abiertos son las 
mismas maras, pandillas y los cárteles de 
droga tanto en Honduras como en Méxi-
co, ahí sí es bienvenido. Con rechazo por 
otros sectores, ¿qué podemos esperar de 
él más que se involucre con las mismas 
personas que tuvieron que ver con su 
decisión de abandonar su país en primer 
lugar?  
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